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Si se pretende llevar la identidad democrática adelante, 

ninguna institución constitucional puede oponerse,

en caso de emergencia, a la incuestionable voluntad del pueblo, 

expresada de cualquier forma.

Carl Schmitt

El giro neoconservador
 con el que los regímenes militares latinoamericanos cerraron la década del ´70 sentó las bases para una fuerte liberalización de la economía regional los años venideros. Esto no sólo propició que las emergentes democracias inauguradas a mediados de los ´80 se construyeran sobre una base social que había sufrido una sistemática desarticulación de los mecanismos de presión y negociación frente al Estado (y al mercado),
 sino que también -y quizá lo más importante- circunscribió la dimensión política a la mera eficacia institucional,
 limitando, en gran medida, el papel activo de la ciudadanía en lo concerniente al gobierno y al control de los gobernantes.

En la actualidad es posible sostener la presencia de tres elementos que caracterizan a la mayor parte de las sociedades latinoamericanas y que hunden sus raíces en las políticas económicas iniciadas hacia fines de los ´70:

a) Una economía de libre mercado estigmatizada con una creciente deuda pública que ha circunscrito el papel del Estado a la recaudación y pago de intereses de compromisos contraídos con organismos de crédito.

b) Una sociedad doblemente fragmentada; por la fuerte incidencia en lo social producto de las últimas cruzadas militares y por el constante incremento de la brecha entre ricos y pobres.

c) Un régimen democrático centrado en el funcionamiento de los mecanismos institucionales en detrimento de cuestiones sustanciales atenientes a los principios que le confieren legitimidad.

La interacción entre estos aspectos estructurales puso en evidencia, a principios de la década de 1990, un acrecentamiento significativo de la pobreza y la indigencia, lo que se tradujo en un aumento de los niveles de conflictividad -expresados a través de represiones policiales y “criminalización de la protesta”- entre el gobierno y los sectores pauperizados organizados, especialmente aquellos que optaron por movilizarse y exigir mejores condiciones de existencia.

En Argentina, según estadísticas del Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), en la década del 70, el 5% de la población vivía en hogares con ingresos bajo la línea de pobreza, en los 80 la cantidad de personas pobres se elevó al 12%; a partir de 1998 ya superaba el 30% y en octubre de 2002 llegaba al 57,5%...
 Paralelamente, desde 1996 comienzan a hacerce relevantes los cortes de ruta como expresión de la protesta social, alcanzando hacia el año 2001 un pico de 115 cortes registrados por mes en todo el país.
 Huelga decir que en la mayoría de los casos los gobiernos -provinciales o nacionales- no optaron precisamente por el diálogo para dirimir las cuestiones.

Junto con el alto grado de exclusión social que actualmente caracteriza a varias de nuestras sociedades se terminó por instalar en el imaginario popular un acentuado descrédito por la clase política. Las esperanzas con que muchos ciudadanos habían celebrado el retorno de la democracia luego de los crueles años de dictaduras militares se desvanecieron frente a la desocupación, la pobreza y el hambre. Los sucesivos gobiernos constitucionales, sin importar, en algunos casos, su extracción política, explicaron la deslegitimación que sufrían sus gestiones con argumentos que buscaban culpables en las políticas económicas mundiales, en el oportunismo de la oposición, en el juego sucio de los medios de comunicación, en los agitadores sociales pertenecientes a partidos de izquierda, y demás inconsistencias. Lo cierto es que la base psicológica que oficia de piedra basal del sistema representativo, el “trust” lockeano,
 se ha venido desgastando tras los progresivos aumentos de corrupción y autismo a los que muchos gobernantes fueron propensos frente a las exigencias de los sectores menos favorecidos.
 Pese a toda la desconfianza y el escepticismo de la sociedad, el mecanismo electoral se ha mantenido incólume hasta nuestros días, permitiendo a muchos gobernantes sentir que sus gestiones se hallaban debidamente legitimadas, lo que pone en evidencia el “vaciamiento” al que han arribado en escasos años las jóvenes democracias de la región.

Algunos analistas han preferido enfocar los procesos comentados centrándose en la tan mentada “crisis de la representación”, expresada, entre otras cosas, en el ausentismo electoral, la anulación del voto o el sufragio “en blanco”. Sin embargo, si tenemos en cuenta que la representación constituye una de las características esenciales de las democracias burguesas, hablar de una “crisis” en esta dimensión implicaría, necesariamente, hacer extensiva esta idea a todo el régimen de gobierno, ya que no es posible que las autodenominadas democracias liberales sigan reconociéndose como tales, en sentido estricto, después de sufrir la desarticulación de su estructura representativa. Al respecto pensamos, y esta es una hipótesis de trabajo, que la deslegitimación sufrida por el sistema representativo a partir de su entrada en crisis no se transmite directamente al mismo régimen democrático, sino que, más bien, genera la automática anulación del mismo. Pensar en la existencia de una “democracia ilegítima” no sólo constituye un contrasentido en la teoría, sino, y lo que es más peligroso, permite, en la práctica, continuar utilizando una denominación con una carga semántica específica para identificar un sinnúmero de prácticas políticas que en medida alguna tienen que ver con una cultura “realmente” democrática. 

De esta manera, el escepticismo y la falta de confianza frente al sistema representativo, que conlleva, desde nuestro punto de vista, la destrucción del régimen democrático liberal que se sustenta sobre el mismo, puede derivar en prácticas marginales o, en algunos casos, bastante extendidas, de democracias directas, pero esto es sólo una posibilidad, como también es una posibilidad que se arribe a cualquier otra forma de gobierno de raigambre autoritaria. Esto nos conduce a preguntarnos por la existencia de democracias liberales en América Latina. ¿Es posible seguir hablando de ellas?

Antes de intentar una respuesta, creemos conveniente aclarar algunos detalles con respecto a nuestra hipótesis. Se sostuvo que la pérdida de legitimidad del modelo representativo, por causa de su entrada en “crisis”, acarrea necesariamente la extinción de la democracia liberal dando lugar a otras formas de democracia
 o bien a algún sistema de gobierno incompatible con ella. Ahora bien, podemos optar por explicar la llamada “crisis de la representación” recurriendo a fenómenos como la corrupción de la clase dirigente, con lo cual no haríamos más que confundir una consecuencia con una causa. Debemos buscar los agentes desestabilizadores de la representación en aquellos elementos que sean incompatibles con ésta. Y no hace falta ir demasiado lejos. Dentro del marco de ideas claves que forjan la política económica liberal, inaugurada por los gobiernos militares a partir de la década de 1970, es posible encontrar algunos factores de incompatibilidad.

En el caso particular de Argentina, el golpe de 1976 pone en práctica una política económica de fuerte ascendencia librecambista y antiestatista reivindicada desde dos sectores. Por un lado, el grupo de los empresarios (del que provenía el ministro Martínez de Hoz), preocupado exclusivamente por sus intereses económicos corporativos. Por el otro, los mismos militares y la derecha política, quienes interesados en barrer con el fantasma del populismo organizado a través de los sindicatos y de la lucha obrera, encontraban en la reducción del papel del estado un arma más para acabar con aquello que de forma imprecisa llamaban “subversión”.
 En palabras de Novaro y Palermo, el proyecto económico de la dictadura argentina tendía a refundar el ethos de la sociedad: restablecer una concepción economicista, individualista y atomista de la ciudadanía y de la vida social, la primacía de lo jerárquico y competitivo por sobre lo solidario...
 El “hombre egoísta” que concibiera Adam Smith había retornado -para quedarse- de la mano del mercado y de las FF.AA.

La llegada de la democracia planteó un problema para el cual hasta el día de hoy no se ha encontrado una respuesta satisfactoria. ¿Cómo conjugar los intereses privados que subyacen a la dinámica de la economía neoliberal con los valores colectivos que pretende para sí una vida democrática? Bajo la sombra de esta aparentemente insuperable dificultad, política y economía confluyen en la década de 1980 dando lugar a jóvenes democracias centradas en aspectos procedimentales y ligadas a prácticas políticas de carácter individualista o corporativo, lo cual, trasladado al terreno de la representación de los intereses del pueblo, sólo sirvió para apuntalar un concepto que en la práctica concreta no se condecía con su significado.

La relación entre economía y política en las nuevas democracias latinoamericanas nos fuerza a sostener una segunda hipótesis: sobre conductas motivadas por intereses egoístas es imposible sustentar instancias de representación; en otras palabras, una democracia representativa es incompatible con un régimen de acumulación y producción de bienes como el capitalismo. 

La gran mayoría de los latinoamericanos (84%) no se encuentran satisfechos con la economía de mercado por diversas razones. A pesar de ello, las políticas económicas neoliberales se continúan aplicando casi religiosamente. Ante la pregunta sobre ¿quién es el responsable de los problemas económicos? más de la mitad (63%) señala al gobierno como culpable de los mismos.
 Por lo tanto, ¿son representados los intereses de la mayoría? Una negación como respuesta resulta evidente, entonces ¿podemos continuar hablando de democracias representativas?

Si contextualizamos estas estadísticas, es decir, si las situamos junto a los altos índices de pobreza, marginación, desempleo, etc., que conforman el panorama social de la región, obtenemos una situación compleja caracterizada por la “no gobernabilidad”. Es necesario no confundir este concepto con el de “ingobernabilidad”, a través del cual se pretende dar cuenta del riesgo frente al que se topa un Estado democrático liberal al no poder administrar crisis internas de carácter social. El peligro del uso de esta categoría estriba en creer que la ingobernabilidad es el horizonte al que no debe llegar una democracia atravesada por manifestaciones y alzamientos populares (con lo cual la represión podría justificarse eficazmente).

Por “no gobernabilidad” entendemos el proceder de aquellos gobiernos que tras autodefinirse como democráticos no acceden, en sus prácticas concretas, a representar los intereses del pueblo. Una instancia de no gobernabilidad es, claramente, una situación no democrática. Estas circunstancias dan lugar, en algunos casos, a movimientos sociales que buscan restablecer los principios democráticos sobre los que debe asentarse un gobierno legítimo.

Como manifestación de esto último los derrocamientos presidenciales suscitados en Argentina y Bolivia emergen como casos paradigmáticos. Si bien existen numerosas diferencias que los transforman en únicos es posible reunir algunos factores comunes de carácter general. Ambas revueltas son consecuencia del hastío de la población frente a las políticas económicas sostenidas por gobiernos constitucionales y reconocidos internacionalmente como democráticos. Ambas tienen origen en la abstención de la clase política de gobernar para y por el pueblo, haciendo cada vez más anchos los márgenes de la miseria y la pobreza. Y lo que consideramos más importante: los dos acontecimientos son el resultado de la inexistencia de democracias realmente representativas (o como convenimos en llamarlas: instancias de no gobernabilidad).

Las movilizaciones sociales, surgidas como consecuencia del resquebrajamiento de las democracias representativas, pretenden, en mayor o menor medida, refundar los principios sobre las que estas se apoyan, es decir, la identidad de intereses entre gobernantes y gobernados. Sin embargo, surge aquí una aparente paradoja como consecuencia del entrecruzamiento de diferentes concepciones acerca de la democracia. Como hemos sostenido, si los movimientos sociales buscan democratizar el gobierno ante una evidente instancia de no gobernabilidad, éste, por su parte, puede esgrimir el argumento del peligro de la ingobernabilidad ante los conflictos sociales y facultar así a las fuerzas policiales para la represión.
 Por una lado se procura reestablecer una democracia representativa que se cree suspendida por la falta de cumplimiento de sus principios básicos. Por el otro, se intenta conservar, a partir del uso de la fuerza represiva del Estado, un régimen que se pretende democrático en materia discursiva, pero que en la práctica ha dado suficientes motivos a la sociedad para levantarse contra él.

Es claro que la paradoja es aparente. La pretensión de los movimientos populares por restablecer una democracia representativa inexistente afecta los intereses de la clase política gobernante -y de los sectores ligados a ésta- que, tras escudarse en el hecho de haber sido elegida por el pueblo en elecciones libres pretende obtener legitimidad reduciendo el carácter de la democracia a un simple proceso electoral. Sin embargo, antes de esgrimir el argumento de la ingobernabilidad los gobiernos deben darse cuenta que los movimientos sociales existen en pos del restablecimiento de una democracia perdida, con lo cual el peligro de la ingobernabilidad de disuelve en la no gobernabilidad, es decir, frente a la ausencia de democracia. Es imposible intentar conservar un régimen cuyos principios básicos han dejado de practicarse.

Al respecto resulta esclarecedora una frase de Carl Schmitt que resume la lógica que debieran respetar los gobiernos. Si se pretende llevar la identidad democrática adelante, ninguna institución constitucional puede oponerse, en caso de emergencia, a la incuestionable voluntad del pueblo, expresada de cualquier forma.
 En base a esto, los casos de Argentina y Bolivia pueden ser interpretados, en contra de lo que muchos analistas piensan, como una búsqueda intensa por refundar y fortalecer democracias realmente representativas y participativas, frente a los años de no gobernabilidad iniciados en la década de 1990, y marcados por una fuerte política económica neoliberal. Sin embargo, la voluntad del pueblo sintió en carne propia la oposición de las instituciones constitucionales: numerosos muertos y heridos a causa del estado de sitio y de la facultad para matar y torturar que se atribuyeron a sí mismas las fuerzas policiales y el ejército.

Expondremos finalmente algunas breves conclusiones para cerrar el trabajo. La primera de ellas es que, al menos desde principios de 1990, algunos países de la región han perdido sus democracias representativas en manos del mercado instaurando regímenes de no gobernabilidad. Las consecuencias inmediatas de ello se vieron en el aumento de la pobreza y el desempleo, forzando a gran parte de la población a quedar excluida de la posibilidad de beneficiarse de sus correspondientes derechos ciudadanos.

La segunda conclusión, derivada de la primera, otorga a los movimientos sociales, surgidos por causa de la pobreza y el desempleo, el significado de refundar la democracia perdida. Esto plantea un desafío interesante: ya no es posible volver a los modelos que ocasionaron los estallidos sociales, con lo cual refundar la democracia adquiere un segundo sentido: el de reformularla.

Y aquí la tercera conclusión tiene el carácter de un proyecto. Las democracias reales latinoamericanas deberán asentarse sobre una base igualitaria indiscutible e innegociable, de otra manera no serán tales. Para ello, hará falta un mayor control de los mecanismos de representación por parte de la ciudadanía y una activa participación del pueblo en la toma de decisiones. Mecanismos tales como el referéndum, el plebiscito, la consulta popular y la revocabilidad de mandatos y funciones deberán complementarse con las elecciones, de otra manera el gobierno del pueblo sólo será un nombre abstracto tras el cual se ocultarán la explotación, la miseria y todas las formas de injusticias que aún seguimos sin tolerar en este rincón del mundo.
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